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PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE PETICIÓN, DEBIDO PROCESO Y DE ACCESO A LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, PARA LA OPORTUNA RESOLUCIÓN OPORTUNA Y EFECTIVA DE LAS 
SOLICITUDES PRESENTADAS DE CONCESIÓN DE BENEFICIOS DE QUIENES SE SOMETIERON A LA JEP 

IX. EXPEDIENTE T-7.211.754 AC-  SENTENCIA SU-333/20 (agosto 20)

M.P. Alberto Rojas Ríos

1. Síntesis de la providencia

La Sala Plena de la Corte Constitucional estudió 20 acciones de tutela promovidas 

por 25 personas comparecientes ante la Jurisdicción para la Paz, en las que se 

señala a la Sala de Amnistía e Indulto y a la Sala de Definición de Situaciones 

Jurídicas de vulnerar los derechos fundamentales de petición, al debido proceso y 

al acceso a la administración de justicia, en atención a que, los escritos de 

sometimiento y en los que se solicitan la concesión de beneficios como la libertad 

transitoria, anticipada y condicionada, la libertad condicional u otros, no han sido 

contestados dentro de los términos previstos en la Ley 1820 de 2016 y la Ley 1922 de 

2018. 

En este escenario, la Sala Plena de la Corte debe establecer si la tardanza en la 

que incurrieron la Sala de Amnistía e Indulto, la Sala de Definición de Situaciones 

Jurídicas y las Secretarías Judiciales de cada una de estas dos corporaciones de la 

JEP, en responder los escritos formulados por los comparecientes y en los que 

solicitaron beneficios previstos en la Ley 1820 de 2016, implican la vulneración de 

los derechos de petición, al acceso a la administración de justicia y al debido 

proceso de los accionantes.  

Conforme con la información allegada en sede de revisión, al momento de proferir 

la sentencia se verifica que, las autoridades de la JEP ya dieron respuesta a las 

solicitudes de varios comparecientes, razón por la cual, la Sala concluye que se 

produjo el fenómeno de carencia actual de objeto por hecho superado en los 

expediente T-7.211.254, T-7.211.257; T-7.211.258; T-7.211.261; T-7.211.263;  T-7.211.264; 

T-7.211.269;  T-7.211.271; y T-7.211.277, este último, en relación con tres accionantes

a quienes ya se les dio respuesta, es decir, Guillermo Javier Castillo Chávez, Diego

Andrés Ruales Toro, y Oscar Antonio Muñoz Arboleda.

Sobre el estudio de fondo de las peticiones que no han sido contestadas, la Sala 

reitera el precedente constitucional contenido en las Sentencia T-230 de 2013, C-

951 de 2014, SU-394 de 2016 y T-186 de 2017, decisiones en las cuales se explicó que: 

(i) una persona puede dirigir peticiones respetuosas a autoridades judiciales. Si las

mismas tienen un contenido jurisdiccional, se trata de un ejercicio del ius postulandi

y en esa medida, la respuesta se somete a las normas legales de procedimiento

ordinario y no a la Ley Estatutaria del derecho de petición. En caso de omisión de

respuesta se incurre en una vulneración al derecho al debido proceso y al acceso

a la administración de justicia, salvo que la dilación esté justificada.  La Sala explica

que se presenta una mora judicial injustificada, si la misma (i) es fruto de un

incumplimiento de los términos señalados en la ley para adelantar alguna

actuación judicial; (ii) no existe un motivo razonable que justifique la tardanza como

lo es la congestión judicial o el volumen de trabajo, y (iii) la misma es imputable a

la falta de cumplimiento de las funciones por parte de una autoridad judicial.

A partir de estas reglas jurisprudenciales, la Sala Plena determina que, en relación 

con los 12 expedientes de tutela promovidos, por 14 personas, todas las peticiones 

de los accionantes son de carácter judicial, pues requieren a las autoridades de la 
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JEP para que, concedan los beneficios penales previstos en la Ley 1820 de 2016. En 

esa medida, no se trata del ejercicio del derecho fundamental de petición, sino del 

ejercicio del ius postulandi. 

 

Respecto a la alegada violación al derecho al debido proceso, la Sala Plena de la 

Corte Constitucional verifica que, en dos casos se presenta un desconocimiento a 

esta garantía fundamental, toda vez que, la Sala de Definición de Situaciones 

Jurídicas de la JEP tardó más de 9 meses para resolver que no era competente 

para fallar las peticiones sometidas a su consideración, sino que dicha facultad la 

tenía la Sala de Amnistía e Indulto. En atención a que, en dos casos, se presentó un 

error en el reparto de las solicitudes y resolverlos tomó varios meses, se protege el 

derecho fundamental al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, 

y se ordena que la Sala de Amnistía e Indulto asuma la competencia de los casos 

dentro de los cinco días siguientes a la notificación de esta providencia.    

 

Frente al expediente T-7.211.272, el juez de única instancia, es decir, la Sección de 

Revisión tuteló parcialmente el derecho de petición, pues, consideró que el 

accionante formuló una solicitud ante la Secretaría Ejecutiva que, en parte, 

interrogaba sobre aspectos administrativos, puntualmente, los requisitos en 

abstracto, para acceder a los beneficios de la Ley 1820 de 2016. Examinado el 

expediente, se verifica que el 24 de septiembre de 2018, el accionante, señor Edier 

Zarate Martínez presentó una petición cuyo objetivo claro era ser acogido en la 

jurisdicción especial para la paz y como consecuencia de ello, recibir los beneficios 

condicionados para la libertad condicionada. No resulta posible distinguir que se 

trata de aquellos que interrogan, al menos, parcialmente, por asuntos 

administrativos. Por lo anterior, la Sala Plena revocará parcialmente la sentencia de 

4 de diciembre de 2018, proferida por la Sección de Revisión del Tribunal para la 

Paz, y negará la acción de tutela en relación con la vulneración del derecho 

fundamental de petición del accionante, dentro del expediente de tutela T-

7.211.272 toda vez que, la solicitud del accionante es de aquellas que en su 

integralidad requiere la concesión de beneficios penales, por lo cual, no se incurre 

en vulneración al derecho de petición. En lugar de ello se negará el amparo.  

 

En relación con los restantes expedientes en los que aparece un solo accionante, 

la Sala Plena de la Corte Constitucional confirmará las sentencias proferidas por la 

Sección de Revisión del Tribunal para la Paz en única instancia y que negaron los 

amparos requeridos. Puntualmente en los expedientes T-7.211.259, T-7.211.260, T-

7.211.270, T-7.211.273, T-7.211.274, T-7.211.275, T-7.211.278, T-7.366.351.  

 

En el mismo sentido, en el expediente 7.211.275 se revoca la providencia del 6 de 

abril de 2018, en la que, la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz declaró la 

carencia actual de objeto por existir hecho superado en relación con la petición 

presentada por el accionante, pues la Secretaría Ejecutiva de la Jurisdicción le dio 

respuesta administrativa, sobre su situación de no incluido en las listas que remitió 

el Ministerio de Defensa Nacional sobre miembros de fuerza pública que debían 

recibir los beneficios de la Ley 1820 de 2016. No obstante, en la respuesta que fue 

remitida a esta Corporación fruto de los autos de pruebas, se verifica que, frente al 

accionante, la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas inició un proceso judicial 

con el fin de determinar si el peticionario es beneficiario de las previsiones de la Ley 

de amnistía e indulto. Por ello, conforme a la información que reposa en el 

expediente, la petición formulada por el tutelante fue contestada por la Secretaría 

Ejecutiva, sin que ello haya sido obstáculo para el inicio de un proceso judicial, el 

cual, no ha sido resuelto. Por este motivo, en el expediente T-7.211.275, la Sala Plena 

de la Corte revoca la sentencia de única instancia que declaró improcedente la 

acción de tutela, y en su lugar negará el amparo solicitado.  

 

Finalmente, en el expediente T-7.211.277, se confirma parcialmente la sentencia de 

única instancia, proferida por el Tribunal para la Paz, Sección de Revisión en 

relación con los comparecientes Jesús Gabriel Viveros Delgado; Deivis Alberto Díaz 

Telpud; Guillermo Arturo Bolaños. Debe recordarse que, en relación con tres de los 

accionantes, Guillermo Javier Castillo Chávez, Diego Andrés Ruales Toro, y Oscar 

Antonio Muñoz Arboleda, se revoca parcialmente la sentencia y se declara la 

carencia actual de objeto por hecho superado.  
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En el mismo sentido, se advierte a la Sala de Amnistía e Indulto y a la Sala de 

Definición de Situaciones Jurídicas que, en un plazo de diez (10) días contados a 

partir de la notificación de esta providencia, elaboren un cronograma y lo informen 

a los accionantes dentro de los expedientes T-7.211.259, T-7.211.260, T-7.211.270, T-

7.211.273, T-7.211.274, T-7.211.275, T-7.211.278, T-7.366.351 en el que precise la fecha 

en que serán contestadas las peticiones aún pendientes de resolución de fondo.  

 

Además, verificados los esfuerzos realizados por la JEP dirigidos a resolver la 

situación de congestión judicial, y los resultados que ellos han arrojado, se exhortará 

al Órgano de Gobierno de la JEP que, conforme al Reglamento vigente, mantenga 

la vigilancia y evaluación periódica de las medidas de descongestión, y cada seis 

meses, en cuanto sea conveniente o necesario, ajuste los planes adelantados por 

la Sala de Amnistía e Indulto y la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas con el 

fin de garantizar que se apliquen y profundicen los mecanismos que evidencien 

mejores resultados. En todo caso, debido a la prioridad que le da el orden 

constitucional a la libertad personal, la JEP, en ejercicio de sus competencias 

constitucionales y legales, debe priorizar el estudio y respuesta oportuna de las 

solicitudes de los comparecientes que buscan la concesión de beneficios como la 

Libertad Condicionada o la Libertad Anticipada, Transitoria y Condicional.    

 

2. Decisión 

 

PRIMERO. REVOCAR la sentencia del 13 de agosto de 2018 proferida en única 

instancia por la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz que, en relación con el 

pretendido derecho a la libertad personal DECLARÓ IMPROCEDENTE la acción de 

tutela, y en relación con el supuesto derecho al debido proceso la NEGÓ, dentro 

del expediente T-7.211.263 donde aparece como tutelante José Gerardo Vargas 

Correa. En su lugar DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado por 

las razones expuestas en esta providencia. 

 

SEGUNDO. REVOCAR la sentencia del 23 de julio de 2018, proferida en única 

instancia por la Sub Sección Segunda de la Sección de Revisión del Tribunal para 

la Paz, que TUTELÓ el derecho de petición y NEGÓ la tutela del derecho al debido 

proceso de la acción de tutela formulada por Octavio Cartagena Benítez dentro 

del expediente T-7.211.269. En su lugar, DECLARAR la carencia actual de objeto por 

hecho superado.  

 

TERCERO. REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia del 14 de agosto de 2018, proferida 

en única instancia por la Sub Sección quinta de la Sección de Revisión del Tribunal 

para la Paz dentro del expediente T-7.211.277, que NEGÓ la acción de tutela en 

relación con los accionantes Guillermo Javier Castillo Chávez, Diego Andrés Rúales 

Toro y Oscar Antonio Marín Arboleda. En su lugar, y en relación con estos 

accionantes, DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado. Y 

CONFIRMAR PARCIALMENTE la misma sentencia en cuanto NEGO el amparo del 

derecho al debido proceso, sin dilaciones injustificadas, en relación con los 

accionantes Gabriel Viveros Delgado, Devis Alberto Díaz Telpud y Guillermo Arturo 

Bolaño. 

 

CUARTO. REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia del 5 de diciembre de 2018, 

proferida en única instancia por la Sub Sección Primera de la Sección de Revisión 

del Tribunal para la Paz, que AMPARÓ el derecho de petición a Edier Zarate 

Martínez. En su lugar NEGAR dicha solicitud.  CONFIRMAR entonces la providencia, 

en tanto NEGÓ el derecho al debido proceso del mismo accionante, en el proceso 

T-7.211.272. 

 

QUINTO. REVOCAR las sentencias de única instancia que negaron el amparo del 

derecho al debido proceso sin dilaciones injustificadas y acceso a la administración 

de justicia: 1) el 11 de octubre de 2018, por la Sección de Revisión del Tribunal para 

la Paz dentro de la acción de tutela promovida por Jhon Freddy Rodriguez Suárez, 

en el proceso T-7.211.254; 2) el 2 de enero de 2019, por la Sub-Sección Primera de 

la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz dentro de la acción de tutela 

promovida por Jaime Coral Trujillo, en el proceso T-7.211.257; 3) el 9 de noviembre 

de 2018 por la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz dentro de la acción de 

tutela promovida por Ciro Antonio Amado, en  el proceso T-7.211.258; 4) el 10 de 
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diciembre de 2018 por la Sub Quinta Primera de la Sección de Revisión del Tribunal 

dentro de la acción de tutela promovida por Ider Quintero, en el proceso T- 

7.211.261; 5) el 22 de agosto de 2018 por la Sub Sección Primera de la Sección de 

Revisión del Tribunal para la Paz dentro de la acción de tutela promovida por 

Alberto Camargo Pinzón, en el proceso T-7.211.264; y 6) 1 de octubre de 2018 por 

la Sub Sección Primera de la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz dentro de 

la acción de tutela promovida por Deybi Mauricio Melo Arce, en el proceso T-

7.211.271. En su lugar DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado. 

SEXTO. CONFIRMAR las sentencias proferidas en única instancia que negaron el 

amparo al derecho al debido proceso sin dilaciones injustificadas y al acceso a la 

administración de justicia: 1) el 11 de octubre de 2018, por la Sección de Revisión 

del Tribunal para la Paz, dentro de la acción de tutela promovida por Ramón Jesús 

Ramírez Quintero, en el proceso T-7.211.259; 2) el 24 de diciembre de 2018 por la 

Sub Sección Segunda de la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz, dentro de 

la acción de tutela promovida por Robinson Contreras Angarita, en el proceso T-

7.211.260; 3) el 10 de octubre de 2018, por la Sección de Revisión del Tribunal para 

la Paz, dentro de la acción de tutela promovida por Alonso Chaux Hurtado, en el 

proceso T-7.211.270; 4) el 21 de septiembre de 2018, por la Sección de Revisión del 

Tribunal para la Paz, dentro de la acción de tutela promovida por Víctor Saoco 

Pérez López, en el expediente T-7.211.273; 5) el 6 de abril de 2018 por la Sub Sección 

Segunda de la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz, dentro de la acción de 

tutela promovida por Michel Antonio Berrio, en el proceso T- 7.211.274; 6) el 1 de 

octubre de 2018 por la Sección de Revisión del Tribunal, dentro de la acción de 

tutela promovida por Luis Ángel Sánchez Méndez en el proceso T-7.211.275; 7) el 10 

de enero de 2019, por la Sub Sección Segunda de la Sección de Revisión del 

Tribunal para la Paz, dentro de la acción de tutela promovida por Luis Mary García 

Cerón, en el expediente T- 7.211.278; 8) el 14 de marzo de 2019, por la Subsección 

Tercera de la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz, dentro de la acción de 

tutela promovida por Iván Marino Herrera Serna, en el proceso T-7.366.351.  

SÉPTIMO. REVOCAR las sentencias de única instancia que negaron el amparo de 

los derechos fundamentales al debido proceso sin dilaciones injustificadas y al 

acceso a la administración de justicia: 1) el 30 de noviembre de 2018, por la Sub 

Sección Tercera de la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz, dentro de la 

acción de tutela promovida por Carlos José Sanabria Pico, en el proceso T-

7.211.266; 2) el 24 de septiembre de 2018, por la Sub Sección Sexta de la Sección 

de Revisión del Tribunal para la Paz, dentro de la acción de tutela promovida por 

Sandra Lucrecia Daniels Guzmán, en el proceso T-7.211.267. En su lugar TUTELAR el 

derecho al debido proceso de los dos accionantes Carlos José Sanabria Pico y 

Sandra Lucrecia Daniels Guzmán y ORDENAR que la Sala de Amnistía e Indulto, en 

un término de cinco (5) días avoque conocimiento de las peticiones de los 

accionantes. Así mismo que, dentro de un plazo razonable, y conforme con las 

consideraciones de la parte motiva de esta providencia, resuelva de fondo las 

peticiones de los accionantes. 

OCTAVO. ADVERTIR a la Sala de Amnistía e Indulto y a la Sala de Definición de 

Situaciones Jurídicas que, en un plazo de diez (10) días contados a partir de la 

notificación de esta providencia, elaboren un cronograma de respuesta efectiva 

de las peticiones pendientes, en el que informen a los accionantes Ramón Jesús 

Ramírez Quintero (expediente T-7.211.259), Robinson Contreras Angarita 

(expediente T-7.211.260), Alonso Chaux Hurtado (expediente T-7.211.270);  Edier 

Zarate Martínez  (expediente T-7.211.272); Víctor Saoco Pérez López  (expediente T-

7.211.273); Michel Antonio Berrio Julio (expediente T- 7.211.274);  Luis Ángel Sánchez 

Méndez (expediente T-7.211.275);  Gabriel Viveros Delgado, Devis Alberto Díaz 

Telpud, Guillermo Arturo Bolaños (expediente T-7.211.277); Luz Mary García Cerón 

(expediente T-7.211.278) e Iván Marino Herrera Serna (expediente T-7.366.351) la 

fecha en que serán contestadas las solicitudes.  

NOVENO. EXHORTAR al Órgano de Gobierno de la JEP que, conforme al 

Reglamento vigente, mantenga la vigilancia y evaluación periódica de las 

medidas de descongestión, y cada seis meses, en cuanto sea conveniente o 

necesario, ajuste los planes adelantados por la Sala de Amnistía e Indulto y la Sala 

de Definición de Situaciones Jurídicas con el fin de garantizar que se apliquen y 
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profundicen los mecanismos que evidencien mejores resultados. 

DÉCIMO. LÍBRENSE la comunicación de que trata el artículo 36 del Decreto 2591 de 

1991, para los efectos allí contemplados. 

ALBERTO ROJAS RÍOS 

Presidente 




